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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, dieciséis (16) de marzo de dos mil quince (2015)

	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2014 1459 00

	ACCIÓN:

	EJECUTIVO 

	DEMANDANTE: 
	COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO SALUD Y SERVICIOS FUTURCOOP   

	DEMANDADO:

	E.S.E. HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE YARUMAL.    

	ASUNTO:
	RESUELVE MEDIDAS CAUTELARES

	Auto Interlocutorio:
	No. 


Se procede a decidir por parte del Despacho, la medida cautelar de embargo solicitada, en el proceso de la referencia contra  la E.S.E. HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE YARUMAL, de los siguientes bienes: 

1. De la caja general de la institución consistente en el recaudo de todos los ingresos que por la prestación de los servicios le son pagados al demandado, ya sea directamente por los usuarios por las cuotas moderadoras o copagos así como los recaudos por la prestación de los servicios a las diferentes EPS y EPS-S.

2. De las cuentas corrientes que posea el demandado, para ello solicita oficiar al Banco de Bogotá, Bancolombia y Banco Davivienda de las sucursales de Yarumal.

3. De las rentas producidas por la ejecución de contratos de prestación de servicios a Saludcoop EPS, Coomeva EPS, EPS Sura, EPS-S Savia Salud y a la Dirección Local de Salud de Yarumal.

CONSIDERACIONES
De conformidad al artículo 299 del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo con salvedad de lo dispuesto en dicho estatuto procesal, en la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionados con contratos celebrados por entidades públicas, se observar las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil, hoy General del Proceso, para el proceso ejecutivo de mayor cuantía,  de modo que, en relación con las medidas cautelares al no encontrarse disposiciones especiales se aplican las establecidas en el estatuto general, por expresa remisión.

Al respecto, el artículo 599 del Código General del Proceso faculta al demandante en un proceso ejecutivo de solicitar “desde” la presentación de la demanda las medidas de embargo y secuestro, sin que la norma haga ninguna distinción sobre el Estado del proceso. 
“Artículo 599. Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del ejecutado.

“Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del causante.

“El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda que garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad.

“En el momento de practicar el secuestro el juez deberá de oficio limitarlo en la forma indicada en el inciso anterior, si el valor de los bienes excede ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de las facturas de compra, libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos de pago de impuesto predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se le exhiban tales pruebas en la diligencia.

“En los procesos ejecutivos, el ejecutado que proponga excepciones de mérito o el tercer afectado con la medida cautelar, podrán solicitarle al juez que ordene al ejecutante prestar caución hasta por el diez por ciento (10%) del valor actual de la ejecución para responder por los perjuicios que se causen con su práctica, so pena de levantamiento. La caución deberá prestarse dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación del auto que la ordene. Contra la providencia anterior, no procede recurso de apelación. Para establecer el monto de la caución, el juez deberá tener en cuenta la clase de bienes sobre los que recae la medida cautelar practicada y la apariencia de buen derecho de las excepciones de mérito.

“La caución a que se refiere el artículo anterior, no procede cuando el ejecutante sea una entidad financiera o vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia o una entidad de derecho público.

“Cuando se trate de caución expedida por compañía de seguros, su efectividad podrá reclamarse también por el asegurado o beneficiario directamente ante la aseguradora, de acuerdo con las normas del Código de Comercio.

“Parágrafo. El ejecutado podrá solicitar que de la relación de bienes de su propiedad e ingresos, el juez ordene el embargo y secuestro de los que señale con el fin de evitar que se embarguen otros, salvo cuando el embargo se funde en garantía real. El juez, previo traslado al ejecutante por dos (2) días, accederá a la solicitud siempre que sean suficientes, con sujeción a los criterios establecidos en los dos incisos anteriores.”

Así en el proceso ejecutivo adelantado por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo el demandante o ejecutante, con el fin de garantizar el pago de la deuda puede solicitar el embargo de los bienes del ejecutado y evitar que el proceso ejecutivo no se torne inocuo y se pueda garantizar el pago de la obligación. Con este fin, el Juez tiene competencia para decretar embargos y secuestros, limitarlos a lo necesario, sin exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las cosas prudencialmente calculadas; sin embargo, no puede ordenar medidas cautelares sobre los bienes inembargables.

Sobre la procedencia de medidas cautelares ante bienes de entidades públicas debe precisarse que el patrimonio como prenda general del acreedor  es una de las premisas básicas en las relaciones jurídicas de carácter patrimonial, que permiten al acreedor ejecutar al deudor sobre los activos del patrimonio del deudor. De allí, se deriva como regla general, la procedencia del embargo sobre todos los bienes de un acreedor público o privado, siendo la inembargabilidad, la excepción, que por comportar la imposibilidad del acreedor para hacer efectivos sus derechos requiere no sólo consagración legal, sino también interpretación restrictiva.

En este orden de ideas, la inembargabilidad de bienes y rentas de las entidades públicas  deriva del artículo 63 de la Constitución Nacional, mandato constitucional que establece los atributos de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad de varios  recursos y bienes del Estado  con la finalidad de asegurar el cumplimiento de los fines y cometidos estatales, señalando expresamente que también gozan de estas categorías “los demás bienes que determine la ley”.

Los estatutos procesales y normas especiales se han encargado de establecer estas excepciones, las cuales en la actualidad se recogen  en el Código General del Proceso, aplicable para la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo desde el 01 de enero de 2014.  Dispone el artículo 594 la enumeración de bienes inembargables, que además de los señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar:
 “1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad social. […] 

3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se preste directamente por una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje. […] 

4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas. […]
16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales”.

En este orden de ideas, se establece una regla general y absoluta sobre la inembargabilidad de los recursos de la Seguridad Social, sin establecer excepciones o distinciones en los rubros que correspondan a éste Sistema, sin distinguir si son manejados por entidades públicas o privadas, entidades territoriales, empresas promotoras o instituciones prestadoras de salud –EPS o IPS-, si se refieren al Sistema General de Salud, Pensiones o Riesgos Profesionales,  sino que los incluye a todos. 

Incluso, debe señalarse que antes del Código General del Proceso ya se establecía un marco de protección especial para estos recursos, así el Decreto No. 050 de 2003, por medio del cual se adoptan medidas para optimizar el flujo financiero de los recursos del régimen subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud, estableció en el artículo 8 la inembargabilidad de estos  recursos, así: 
"Inembargabilidad de los recursos del régimen subsidiado. Los recursos de que trata el presente decreto no podrán ser objeto de pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera, ni de embargo". 

Igualmente, el parágrafo segundo del artículo 275 de la Ley 1450 de 2011, reiteró esta disposición frente a los recursos de la Nación y las entidades territoriales: 

“ARTÍCULO 275. Deudas por concepto del régimen subsidiado.  […]

“Parágrafo 2.  Los recursos que la Nación y las Entidades Territoriales destinen para financiar el régimen subsidiado en salud, son, inembargables. En consecuencia de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política, las Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado "EPS-s" con cargo a dichos recursos cancelarán en forma prioritaria los valores adeudados por la prestación del servicio a las IPS Públicas y Privadas. Los cobros que realicen las IPS a las EPS requerirán estar soportadas en títulos valores o documentos asimilables, de acuerdo con las normas especiales que reglamenten la prestación del servicio en salud”.

En concordancia con las normas en cita, la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia se había referido al tema, no sólo frente a los recursos del régimen subsidiado, sino en general a los destinados al Sistema de Seguridad Social cuando los recursos provenían del Sistema General de Participación o el Sistema General de Regalías; sin embargo, el Código General del Proceso extiende la regla a todos los “recursos de la seguridad social”.

Recientemente, la Ley Estatutaria de Salud No 1751 de 2014, reitera esta garantía y destinación especifica de los recursos del Sistema General de Seguridad Social de Salud, así se establece en el artículo 25: “Destinación e inembargabilidad de los recursos. Los recursos públicos que financian la salud son inembargables, tienen destinación específica y no podrán ser dirigidos a fines diferentes a los previstos constitucional y legalmente”.

Debe precisarse que no existe disposición legal que señale que se entiende por “recursos de la seguridad social” y la Ley Estatutaria de Salud reitera esta regla, por lo cual este Despacho entiende que se incluyen todos los recursos destinados a los servicios públicos que se derivan de la Seguridad Social, en el caso específico, en materia de salud.
Asimismo, se advierte que el Código General del Proceso no estableció ninguna salvedad a esta disposición y reitera el deber de abstención por parte de los funcionarios judiciales y administrativos de decretar órdenes de embargo sobre estos recursos, que en todo caso deberán invocar el fundamento legal para su procedencia. En tal sentido, el parágrafo del artículo 594 del Código General del Proceso, prescribe que:

“Parágrafo. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia.”
De conformidad con lo expuesto anteriormente y al precedente jurisprudencial en comento, se logra concluir que no es procedente el embargo de crédito a favor de la ejecutada que pueda tener que manejan las entidades SALUDCOOP EPS, COOMEVA EPS, EPS SURA, EPS-S SAVIA SALUD Y A LA DIRECCIÓN LOCAL DE SALUD DE YARUMAL, tal y como lo pretende la parte ejecutante, toda vez que las mismas administran recursos pertenecientes al Régimen Subsidiado destinados a cubrir la atención en salud de las personas que pertenecen a ese régimen. 
El Despacho tampoco considera procedente efectuar el embargo y secuestro de la caja general de la institución, toda vez que no hay una discriminación de los recursos que la conforman, de modo que, es factible que se traten de Recursos de la Seguridad Social y, de manera más específica, se encuentren destinados a la prestación del servicio de salud de la población afiliada al régimen subsidiado, que como ya se expresó, en ambos casos, son dineros o recursos respecto de los cuales está expresamente prohibido su embargo. 

Frente a la solicitud de embargo y secuestro de las cuenta corrientes, debe precisarse que no es de recibo en lo concerniente a las sumas allí depositadas, que constituyan una participación con destinación específica para el sector salud, las cuales hacen parte del Sistema General de Participaciones, lo que hace inembargables estos recursos teniendo en cuenta lo ya argumentado. 

Por el contrario si es procedente la medida de embargo de los dineros depositados en las referidas cuentas, con la salvedad de los dineros inembargables a los que ya se hizo alusión, precisando que el Despacho desconoce la naturaleza de los dineros que allí se manejan y por lo tanto si bien no es posible el embargo de las sumas anteriormente indicadas (exclusión de recursos inembargables por disposición legal), se ordenará la media cautelar de embargo en relación con las demás dineros allí depositados que puedan ser objeto de ésta medida ejecutiva, para lo cual se advierte es deber del representante legal de la ESE Hospital objeto de ejecución verificar cuáles recursos pueden ser o no objeto de tal determinación, en especial si no se cumplió con la obligación de manejar los recursos de salud cumpliendo las disposiciones establecidas por la ley 715 de 2001, artículo 57 que prohíbe que éstos, hagan unidad de caja con las demás rentas de la entidad y el artículo 91 ídem que así miso expresa que los recursos del SGP no podrán hacer unidad de caja con los demás recursos del presupuesto, administrándolos en cuentas separadas con los demás recurso de la entidad y por sectores y que por su destinación social o constitucional no podrán ser embargados y en el evento que sea necesario poner en conocimiento del juzgado dicha situación y promover de el correspondiente incidente de desembargo, deberá hacerlo de inmediato.

De conformidad con lo expuesto anteriormente y al precedente jurisprudencial en comento, se logra concluir que no es procedente el embargo y secuestro de la caja general de la institución y las rentas producidas con ocasión de los contratos de prestación de servicios de salud suscritos con Saludcoop EPS, Coomeva EPS, EPS Sura, EPS-S Savia Salud y a la Dirección Local de Salud de Yarumal tal y como lo pretende la parte ejecutante, toda vez que las mismas administran recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, pues están destinadas a cubrir la atención de este servicio, por tanto, son dineros o recursos respecto de los cuales está expresamente prohibido su embargo.
Para la efectividad de la medida y teniendo en cuenta que el apoderado de la parte demandante, se oficiará a los gerentes de las entidades bancarias, para que de conformidad con lo establecido en el numeral 10 del artículo 593 del Código General del Proceso, se sirva constituir certificado de depósito y ponerlo a disposición del Juzgado Veinte Administrativo Oral de Medellín, con las limitaciones indicadas y hasta un tope de MIL CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS ($1.400.000.000), VERIFICANDO QUE NO TENGAN NATURALEZA INEMBARGABLE, y si eventualmente los dineros depositados no permiten establecer este condicionamiento por causas atribuibles a la ejecutada, deberá la entidad de salud accionada probar la inembargabilidad de tales recursos, para lo cual procederá de inmediato a poner en conocimiento del Juzgado y promover el correspondiente incidente de desembargo, acompañado de la prueba que así lo acredite tal como se previno anteriormente

Por lo expuesto el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR la medida cautelar solicitada respecto al embargo y secuestro de la caja general de la institución, de acuerdo a lo manifestado en la parte motiva del presente auto.

SEGUNDO: NEGAR la medida cautelar solicitada respecto al embargo y secuestro de los créditos que puedan tener a su favor SALUDCOOP EPS, COOMEVA EPS, EPS SURA, EPS-S SAVIA SALUD Y A LA DIRECCIÓN LOCAL DE SALUD DE YARUMAL, de acuerdo a lo manifestado en la parte motiva del presente auto.

TERCERO: DECRETAR EMBARGO Y SECUESTRO de los depósitos consignados en las cuentas, corrientes del ejecutado que no pertenezcan a bienes inembargables señalados en el artículo 594 del Código General del Proceso, obrantes en el Banco De Bogotá, Sucursal Yarumal; Bancolombia, Sucursal Yarumal; Banco Davivienda, Sucursal Yarumal; a nombre de la empresa E.S.E. HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE YARUMAL que se LIMITARÁ A LA SUMA DE MIL CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS M/L, ($1.400.000.000). 

SEGUNDO: CONFORME lo previsto por el artículo 599 CGP hasta aquí se LIMITA el embargo de las cuentas y bienes solicitados, no obstante dicha limitación, si una vez recibida la respuesta de dicho embargo por parte de las respectivas entidades crediticias se logra determinar que no pudo concretarse el mismo, se procederá a decretar el embargo de los demás bienes que solicito la parte ejecutante. 

TERCERO: Por Secretaría, líbrense los correspondientes oficios a las Entidades Bancarias, comunicándoles la medida. Se le advertirá que deberán constituir un certificado de depósito  y ponerlo a disposición del Juzgado Veinte Administrativo Oral de Medellín, dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación, so pena darse aplicación a la sanción prevista en el parágrafo 2° del numeral 11 del artículo 593 del Ley 1564 de 2012. 

CUARTO: Por secretaria al elaborar las comunicaciones en mención a las entidades financieras ya citadas, se le RECALCARA que de manera previa a proceder a dar cumplimiento con la presente medida, deberá verificarse por el funcionario responsable de los recursos afectados por el embargo, que los mismos NO tengan naturaleza de INEMBARGABLES. 

QUINTO: Dese cumplimiento a esta medida, conforme lo dispuesto en el artículo 298 del C.G.P.
NOTIFÍQUESE
JORGE HUMBERTO CALLE LÓPEZ
JUEZ

	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 17 de marzo de 2015  fijado a las 8 a.m.

MIRIAM DUQUE BURITICÁ
SECRETARIA


L.A.A.
Radicado 0500133330202015145900
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